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la que la madre de una menor residente en un municipio de Sevilla se mostraba perpleja ante la ausencia de 
controles de un animal –caballo poni- que se encontraba suelto en una parcela cercana a su casa. Su hija fue 
mordida por dicho animal, sufriendo graves heridas, y es por ello que solicitó la intervención de esta Institución.

Tras analizar la queja comprobamos el incumplimiento de la ordenanza municipal en lo referente a vallado 
de la parcela y eliminación de matorrales donde se ubicaba el animal, sin que constase que el ayuntamiento 
hubiera actuado para hacer cumplir tales exigencias mediante el correspondiente requerimiento a su 
titular, ello a pesar de haber recibido denuncias de incidentes con dicho animal con anterioridad. Por todo 
ello formulamos una Recomendación, que fue aceptada por el ayuntamiento, para que en ejercicio de las 
competencias municipales se realizasen las actuaciones necesarias para conseguir el vallado y limpieza 
de la parcela urbana en que se produjo el incidente relatado en la queja, evitando con ello situaciones de 
riesgo para los menores que transitan por la zona...

CAPÍTULO 01.X SALUD

01.X.2 
Análisis de las quejas admitidas a trámite

01.X.2.8 
Salud Mental

... La cuestión no es baladí, dado que las prácticas estigmatizadoras de este colectivo persisten, y buena 
prueba de ello la constituye la queja 13/1552, iniciada por Feafes para denunciar la imagen que el “espec-
táculo” denominado “Manicomio: circo de los horrores”, que estaba representándose en algunas ciudades de 
nuestra Comunidad Autónoma, venía ofreciendo de las personas afectadas por enfermedades mentales, 
en tanto que individuos peligrosos, violentos, temidos, impredecibles, objeto de burlas y vejaciones.

Las solicitudes para acordar la suspensión de esta actividad propiciaron un debate de carácter competencial 
entre las Administraciones local y la autonómica, teniendo como referencia la Ley 13/99, de 15 de diciembre, 
de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía (art. 3.1 «e): las autoridades administrativas 
competentes podrán prohibir y, en su caso de estar celebrándose, suspender los espectáculos públicos y 
actividades recreativas cuando con su celebración se atente a los derechos de las personas reconocidos 
en el Título I de la Constitución»). 

Así, algunos ayuntamientos afectados estimaban que la relevancia constitucional de los derechos a 
proteger desaconsejaba una actuación aislada de la Administración municipal, al tiempo que manifestaba 
la segunda que la competencia para adoptar la medida correspondía a los Ayuntamientos, en tanto en 
cuanto son los que autorizan la actividad, aunque entendiendo también que por el conflicto de derechos 
en juego, aquella no solo requeriría gran cautela, sino que lo procedente sería recabar para ello la tutela 
judicial oportuna.

Por nuestra parte, en la tramitación de la queja solicitamos informe de la Consejería de Igualdad, Salud 
y Políticas Sociales. 

Desde la Secretaria General de Políticas Sociales se vinieron a compartir las apreciaciones de la intere-
sada en cuanto al tratamiento discriminatorio que se daba a las personas con enfermedad mental en la 
publicidad del espectáculo denominado “Circo de los Horrores”, pero también se afirmó que la Ley 1/99, 
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de 31 de marzo, sobre atención a las personas con discapacidad en Andalucía, no les permitía iniciar 
procedimiento sancionador en este tipo de situaciones, por lo que abundando en la  necesidad de aclarar 
las actuaciones administrativas necesarias para atajarlas, aludían a la inclusión de un precepto específico 
que prevenga contra la publicidad y los espectáculos lesivos para la dignidad de las personas, en el texto 
de la nueva ley que sobre esta materia se está elaborando, a efectos de adaptar la regulación existente 
a la Convención Internacional de los derechos de las personas con discapacidad.

Por otro lado, advertían de que en todo caso, a la vista del itinerario de representación del espectáculo 
por el territorio de otras Comunidades Autónomas, la competencia sancionadora se residenciaría en 
el ámbito de la Administración del Estado, de acuerdo con lo previsto en el art. 94 del Real Decreto 
Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos 
de las personas con discapacidad y de su inclusión social.

Teniendo en cuenta lo expuesto, nos dirigirnos a la Defensora del Pueblo del Estado en aras de la coope-
ración y coordinación de funciones establecidas entre ambas Instituciones, a los efectos de que tomara 
conocimiento de este asunto e iniciara la investigación correspondiente, si lo estimaba oportuno...

CAPÍTULO 01.XI SERVICIOS DE INTERÉS 
GENERAL Y CONSUMO	

01.XI.2.1 
Servicios de Interés General	 	

01.XI.2.1.2
Suministro domiciliario de agua

Como hemos indicado, principalmente nos preocupan las situaciones de desprotección derivadas de la 
crisis económica en que pueden verse involucradas las personas y familias usuarias de estos servicios. 

Estas situaciones están muy relacionadas con el incremento de las tarifas experimentado en algunas 
localidades, y que ha sido objeto de diversas quejas que se encuentran en curso de investigación. Así, la 
queja 13/1954 y la queja 13/3249 referidas a los municipios sevillanos de El Rubio y Lantejuela, respecti-
vamente, o la queja 14/5378 y la queja 14/6076 referidas al municipio granadino de Cájar, tras pasar de 
una gestión directa del servicio por el Ayuntamiento a la gestión por Emasagra.

Estas quejas suelen llevar añadidas una disconformidad de fondo con el sistema de gestión por el que 
opta el Ayuntamiento o, incluso, una denuncia sobre los procedimientos de adjudicación tramitados al 
efecto. Así nos lo trasladaba una plataforma en contra de la privatización de la empresa de aguas de El 
Puerto de Santa María (queja 13/4919), aunque la misma no se llegaría a tramitar por falta de aportación 
de la documentación necesaria a tal efecto.

En esta polémica se veían envueltas las peticiones que nos dirigieron tres Entidades Locales Autónomas 
para que esta Institución intercediera ante el Ayuntamiento de Jerez con objeto de obtener los datos 
necesarios para implementar el servicio de abastecimiento de agua en su propio territorio vecinal, a través 
de una empresa pública, y separarse del servicio prestado por una empresa privada, concesionaria del 
Ayuntamiento (queja 14/5051, queja 14/5090 y queja 14/5486). Con la medida pretendían, entre otras mejoras, 
reducir en un 20% el precio que los vecinos pagan por el servicio a través de la empresa concesionaria y 


